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Juzgado de Primera Instancianº 50 bis de Barcelona (cláusulas 
suelo) 
Avenida Gran Vía de les Corts Catalanes, 111, Edífici F, planta 3 - Barcelona - C.P.: 08075 

TEL.: 938874500 
FAX: 935549550 
EMAIL:instancia50.barcelona@xij.gencatcat 

N.I.G.: 0801942120240044391 

Procedimiento ordinario (Contratación art. 249.1.5) 1687/2024-1 

Materia: Condiciones gra!es. incluidas contratos financiaamiento con garantias reales inmob. Persona física 

Entidad bancaria BANCO SANTANDER: 
Para ingresos en caja. Concepto: 0951000004168724 
Pagos por transferencia bancaria: IBAN ES55 0049 3569 9200 0500 1274. 
Beneficiario: Juzgado de Primera Instancianº 50 bis de Barcelona (cláusulas suelo) 
Concepto: 0951000004168724 

Parte demandada/ejecutada: Banco Sabadell SA 
Procurador/a: 
Abogado/a: 

SENTENCIA Nº 4367/2024 

Magistrada: 
Barcelona, 16 de octubre de 2024 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Que por la referida parte actora se dedujo demanda origen de los 
presentes auios, en base a los hechos y fundamentos de derechos que estimaba de 
aplicación, suplicando que, se tuviera por presentado dicho escrito con los documentos 
que acompañaba y previos los trámites legales dictara sentencia 

SEGUNDO.- Que admitida a trámite la demanda, se dio traslado de ella a la parte 
demandada, para que en el plazo de veinte días compareciera y contestara a la demanda, 
lo que así hizo, alegando los hechos y fundamentos de derecho que estimó de aplicación. 
Se celebró el acto de audiencia previa. Las partes interesaron los medios de prueba que 
consideraron pertinentes y útiles, no considerando necesaria la celebración de vista. 
Quedaron los autos vistos para dictar sentencia. 

TERCi1~RO_ •. Que en la tramitación de este expediente se ha observado todas las 
prescripciones legales. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

PRIMERO.- Acciones ejercitadas 

La parte actora ejercitó una acción de nulidad, por su carácter abusivo, de la cláusula 
de atribución de gastos a la parte prestataria incorporada como condición general de la 
contratación en la escrirnra de préstamo hipotecario de fecha 31 de julio de 2003. Solicitó 
también la devolución de las cantidades abonadas en su virtud más los intereses legales. Y 
la de intereses de demora. 

SEGUNDO.- La condición de consumidor y la normativa aplicable. 

La primera cuestión que debe ser analizada en esta instancia es la normativa 
aplicable para la resolución de la cuestión jurídica controvertida y, en concreto, si resulta 
de aplicación la normativa tuitiva de consumidores y usuarios, teniendo en cuenta que la 
parte demandada no cuestiona la condición de consumidor de la parte demandante. 

En el presente caso, el préstamo hipotecario aportado con la demanda, dada su 
tipología, objeto y partes contratantes (entidad prestadora del dinero y consumidor), se 
eumarcan en el ámbito de la contratación de consumo, lo que determina la aplicación de 
la normativa especíai de consumo, tanto la comunitaria como la estatal. 

En concreto, resulta de aplicación la Directiva 93/13/CEE de 5 de abril de 1993, 
sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores, el Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras 
leyes complementarías (en adelante RDL 1/2007) y el contenido de la Ley de 
Condicíones Generales de la Contratación de 1998, pues nos encontramos ante una 
relación jurídica enlabiada entre una entidad bancaria y un consumidor. 

TERCERO.- De la abusividad de la cláusula de gastos. Efectos de la 
declaración de nulidad de la cláusula de gastos. Prescripción. 

La jurisprude,1cia ha tenido ocasión de pronW1ciarse en dos resoluciones distintas 
respecto del carácter abusivo de las cláusulas relativas a los gastos del contrato de préstamo 
hipotecario: (i) la STS 705/2015, de 23 de diciembre de 2015 (ECLI:ES:TS:2015:5618), en 
el ámbito de una acción colectiva; y (ii) la Sentencia 147/2018, de 15 de marzo de 2018 
(ECLI:ES:TS:2018:848), ene! ámbito de una acción individual. 

Oac. eleclrónic garanrn amb '.,ignc3tnro•e. Adrer;:a web per verificar: 1 
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En la STS 705/2015, de 23 de diciembre de 2015, el TS justifica el carácter abusivo 
de la cláusula de gastos en que aparecía expresamente recogida en el listado de cláusulas que 
la Ley considera abusivas (la llamada lista negra), concretamente, en el artículo 89.3º del 
TRLGDCU. También alude a que la estipulación ocasiona al consumidor un desequilibrio 
relevante, que no hubiera aceptado razonablemente en el marco de una negociación 
individualizada, lo que implica una remisión a la norma general sobre cláusulas abusivas del 
artículo 82.l del ROL 1/2007 (artículo 3.1 de la Directiva 1393), que dice lo siguiente: «Se 
considerarán cláus uias abusivas todas aquellas estipulaciones no negociadas 
individualmente y rodas aquéllas prácticas no consentidas expresamente que, en contra de 
las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor y usuario, un 
desequilibrio imporllmle de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del 
contrato,>. 

Las posteriores Sentencias del Tribunal Supremo 147/2018 y 148/2018, ambas de 
15 de marzo de 2018, insisten en esa misma idea y la desarrollan en relación con los efectos, 
esto es, analizan a qué concretos conceptos alcanza la declaración de nulidad. De todas esas 
sentencias del TS podemos deducir que el fundamento de la abusividad de la cláusula de 
gastos en la jurisprudencia del TS es doble: 

( i) De una parte, porque se encuentra expresamente recogida en el catálogo de 
cláusulas que la Ley tipifica como abusivas, en concreto en las del artículo 89.3° 
TRLGDCU. 

(ii) De otra, en la cláusula general de abusividad del art. 82 TRLGDCU, al 
considerar el Tribunal Supremo que se trata de una cláusula que impone al consumidor todos 
los gastos de fo1ma fr.disctiminada. 

En consecuencia, y por tales motivos, se declara la nulidad de la cláusula de gastos. 

Sentado lo anterior, debe analizarse ahora la excepción de prescripción 
invocada por la pacte demandada, debiendo para ello traer a colación la Sentencia 
dictada por el TJUE en fecha 16 de julio de 2020 (asuntos acumulados C-224/19 y 
C-259/19). 

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea establece en su Sentencia de 16 
de julio de 2020 qua "el Derecho de la Unión no se opone a una normativa nacional que, a la 
vez que reconoce el carácter imprescriptible de la acción de nulidad de una cláusula abusiva 
incluida en un conitato celebrado entre un profesional y un consumidor, sujeta a un plazo de 
prescripción la acción dingida a hacer valer los efectos restitutorios de esta declaración, siempre 
que se respeten los principios de equivalencia y de efecUvidad. '' y ha apuntado también que "un 
plazo de prescripción de cinco años aplicable a la acción dirigida a hacer valer los efectos 
restítutotios de la declaración de la nulidad de una cláusula abusiva no parece, en principio y sin 
perjuicio de ta apreciación por parte del órgano jurisdiccional remitente de /os elementos 
mencionados en el anterior apartado 85, que pueda hacer imposible en la prácUca o 
excesivamente difÉCil el ejercicio de los derechos conferidos Por la Directiva 93/13." 
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Las dudas que se han venido planteado en cuanto a la fecha de inicio del cómputo del 
plazo de prescripción llan sido resueltas por el TS en su sentencia de 14 de junio de 2024 
que ha establecido la fecha de inicio de 1a prescripción y así en la referida sentencia 
resume la jurisprudrncia del TJUE anterior a la cuestión prejudicial que se planteó en el 
recurso, y que establece: i) que es compatible que la acción de nulidad de una clausula sea 
imprescriptible con el establecimiento de un plazo de prescripción para la acción dirigida 
a hacer valer los efrctos restitutorios de esa declaración; ii) que, para salvaguardar los 
principios de equivalencia y efectividad es preciso que el plazo de prescripción no sea 
menos favorable qce el aplicable a recursos. similares de carácter interno y no debe 
imposibilitar en la _práctica ni dificultar excesivamente el ejercicio de los derechos 
conferidos al consuic1idor; y iii) que el plazo de prescripción de esta acción restitutoria no 
puede empezar a correr desde la fecha de cumplimiento íntegro de ese contrato cuando, 
para acciones similares basadas en ciertas disposiciones del Derecho íntemo, ese mismo 
plazo únicamente empieza a correr a partir de la declaracíón judicial de la causa de esas 
acciones. A continué'.ción, examina la doctrina que el TJlJE da en la sentencia de 25 de 
abril de 2024 (C-56 i /21, que responde a la cuestión prejudicial planteada por la Sala) y en 
las sentencias de 25 de enero de 2024 (C-810/21, C-811/21, C-812/21 y C-813/21) y de 
25 de abril de 2024 (C-"84/2): i) La Directiva 93/13 no se opone a que la prescripción 
comience el día en c,ue adquirió firmeza la sentencia que declaró el carácter abusívo de la 
cláusula de gastos, pc,r ser el momento en que el consumidor tiene un conocimiento cierto 
de la irreguhcridad de la cláusula; y sin que esto atente al principío de seguridad jurídica, 
pues es el propio profesional el que, prevaliéndose de su posición de superioridad, ha 
generado esa situacié;o, ii) El profesional tiene la facultad de probar, en cada caso, que ese 
consumídor tenia o podía razonablemente tener conocimiento de la abusividad de la 
cláusula antes de dictarse una sentencia que declare su nulidad. iii) No cabe computar el 
plazo desde ia focha en la que el Tribunal Supremo dictó una serie de sentencias en las 
que declaró abusiva, cese tipo de cláusulas, o desde la fecha de determínadas sentencias 
del TJUE, porque: le. declaración de abusividad de un tipo de cláusula, que debe 
examinarse caso pci' caso, no entraña la de todas las cláusulas de esa clase y no cabe 
presumir que el consumidor pueda razonablemente tener conocimiento de que una 
cláusuís comenida ,,n ,;u contrato tiene un alcance equivalente al de una cláusula tipo que 
el tribunal supremo r.c~\;i{mal ha declarado abusiva. 

En dcfo1iti\1 a, el TS asume lo resuelto por el TJUE y concluye que, salvo en 
aquellos ,::asos en qut:". la entidad prestamista pruebe que, en el_ marco de sus relaciones 
contractuales, ese concreto consumidor pudo conocer en una fecha anterior que la 
cláusula de gastos tra abusiva, el día inicial del plazo de prescripción de la acción de 
restih1ción de gastos hl potecarios indebidamente pagados por un consumidor será el de la 
finneza de la ser,ter.c,a que declara la nulidad de la cláusula que obligaba a tales pagos. 

En el caso cxarninado, al no haber probado la demandada que los consumidores 
tuvieran -::or10Clrni0~1..to de la abusividad de la cláusula de gastos antes de la firmeza de la 
sentencia qu,:; declaro :-;u nulidad, no cabe considerar que la acción de restitución estuviera 
prescri1a. 

Cedí Segur de Verificació: 
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Es controvertida la cuestión vinculada a los efectos derivados de la nulidad de la 
cláusula sometida a examen en lo relativo a la asunción por el prestatario de todos los 
gastos de constitución de hipoteca. 

Para resolver la cuestión planteada, debe recordarse que, tal como reitera el TJUE 
en su Sentencia de 16 de julio de 2020 (C-224/19 y C-259/19), "debe considerarse que, 
en principio, una cláusula cOntractual declarada abusiva nunca ha existido, de manera 
que no podrá tener efectos frente al consumidor. Por consiguiente, la declaración 
judicial del carácter abusivo de tal cláusula debe tener como consecuencia, en principio, 
el restablecimiento de la situación de hecho y de Derecho en la que se encontraría el 
consumidor de no haber existido dicha cláusula (sentencia de 21 de diciembre de 2016, 
Gutiérrez Naranio y otros, C-154/15, C-307/15 y C-308/15, EU:C:2016:980, apartado 
61). 

Así, tras la declaración de abusividad de la cláusula litigiosa, la misma no puede 
ser moderada, sino que debe procederse a su expulsión del contrato, debiendo actuarse 
como si nunca hubiera existido, de modo que cada parte deberá afrontar los gastos a cuyo 
cargo corresponde según lo dispuesto en nuestro ordenamiento jurídico; así lo indica el 
TJUE en la referida Sentencia al indicar que la Directiva 93/13 deben interpretarse en el 
sentido de que se oponen a que, en caso de nulidad de una cláusula contractual abusiva 
que impone al consumidor el pago de la totalidad de los gastos de constitución, el juez 
nacional niegue a! consumidor la devolución de las cantidades abonadas en virtud de esta 
cláusula, salvo que las disposiciones de Derecho nacional aplicables en defecto de tal 
cláusula impongan al consumidor el pago de la totalidad o de una parte de esos gastos. 

Una vez superada dicha cuestión, debe acudirse a las normas de derecho interno para 
resolver la concreta petición restitutoria ejercitada por la parte actora, debiendo para ello 
traer a colación la docirina expuesta por el Tribunal Supremo en sus Sentencias 44/2019, 
46/2019. 47/2019, 48/2019 y 49/2019, dictadas en fecha23 de enero de 2019, en las que, 
con cita en lo dispuesto en las sentencias 147/2018 y 148/2018, de 15 de marzo, el 
Tribunal Supremo analiza el ordenamiento jurídico nacional y fija el criterio a seguir en 

tales casos: 

En relación al pago del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados y sobre la base de lo previsto en la LITPAID, en el 
Reglamenta del Impuesto y a la vista de la jurisprudencia de la Sala Tercera de lo 
Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo, la Sala Primera del Tribunal 

Supremo establece y fija las siguientes reglas: 

Doc. ele~h,n_ic Qarar1l1l gn~b c;;soa!Ura-e. Adres;a web per verificar: 1 
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o Respecto de la constitución de la hipoteca en garantía de un préstamo, el 
sujeto pasivo del impuesto de transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
documentados es el prestatario. 

o En lo que respecta al pago del impuesto de actos jurídicos documentados, 
en cuanto al derecho de cuota variable en función de la cuantía del acto o 
negocio jurídico que se documenta, será sujeto pasivo el prestatario. 

o En cuanto al derecho de cuota fija, por los actos jurídicos documentados 
del timbre de los folios de papel exclusivo para uso notarial en los que se 
redactan !a matriz y las copias autorizadas, habrá que distinguir entre el 
timbre de la matriz y el de las copias autorizadas. Respecto de la matriz, 
corresponde el abono del impuesto al prestatario, salvo en aquellos casos 
en que exista un pacto entre las partes sobre la distribución de los gastos 
notariales y registrales, en los que también se distribuirá el pago del 
impuesto por la matriz. Mientras que, respecto de las copias, habrá que 
considerar sujeto pasivo a quien las solicite. 

o Las primeras copias de escrituras notariales que documenten la 

cancelación de hipotecas de cualquier clase están exentas en cuanto al 
gravamen gradual de la modalidad "Actos Jurídicos Documentados" que 
grava ios documentos notariales. 

En relación al pago de los gastos notariales y con base en lo dispuesto en la norma 
Sexta del Anexo il del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se 
aprueba el Arnncel de los Notarios, que establece que la obligación de pago de los 
derechos corresponderá a los que hubieren requerido la prestación de las funciones 
o los scrviclc-s del Notario y, en su caso, a los interesados según las normas 
sustantivas y fiscales, y si fueren varios, a todos ellos solidariamente, el Tribunal 
Supremo interpreta dicha norma y establece que, dado que la normativa notarial 
habla en general de interesados, pero no especifica si a estos efectos de redacción 
de la matriz el interesado es el prestatario o el prestamista y el préstamo 
hipotecario es una realidad inescindible, en la que están interesados tanto el 
consum.idor por la obtención del préstamo, como el prestamista por la garantía 
hipotecaria, ci pago de los gastos que genera su otorgamiento deben distribuirse 
por mitad. 

En relación ,;í pago de los gastos del Registro de la Propiedad y con base en lo 
dispuesto en d Keal Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, por el que se 
aprueba el Arancel de los Registradores de la Propiedad, que en la Norma Octava 
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de su Anexo 11, apartado l.º establece que los derechos del Registrador se pagarán 
por aquél o aquéllos a cuyo favor se inscriba o anote inmediatamente el derecho, 
siendo exigibles también a la persona que haya presentado el documento, pero en 
el caso de !as letras b) y c) del artículo 6 de la Ley Hipotecaria, se abonarán por el 
transmitente o interesado, el Tribunal Supremo interpreta dicha norma y establece 
que, visto que la garantía hipotecaria se inscribe a favor del banco prestamista, 
deberá ser éste el que asuma el pago de los gastos que ocasione la inscripción del 
contrato de préstamo hipotecario. 

En relación al pago de los gastos de gestoría, no existiendo norma legal que 
atribuya su pago al prestamista o al prestatario y visto que las gestiones se realizan 
en interés o beneficio de ambas partes, el Tribunal Supremo establecía que el 
gasto generado por este concepto deberá ser sufragado por mitad; no obstante, en 
Sentencia 555/2020 de 26 de octubre de 2020 y en Sentencia 35/2021 de fecha 27 
de enero de 2021, el Tribunal Supremo establece que dicho "criterio no se 
acomoda bien a la doctrina contenida en la STJUE de 16 de julio de 2020, 
porque con anterioridad a la Ley 5/2019, de 15 de marzo, de Contratos de 
Crédito lnmo.Jiliario, no existía ninguna previsión normativa sobre cómo debían 
abonarse esos gastos de gestoría. En esa situación, ante la falta de una norma 
nacional aplicable en defecto de pacto que impusiera al prestatario el pago de la 
totalidad o de ww parte de esos gastos, no cabía negar al consumidor la 
devolución ..ie las cantidades abonadas en virtud de la cláusula que se ha 
declarado abusiva." 

En rela.ción a los gastos de tasación, el Tribunal Supremo establece en su 
Srntencia 35/2021 de fecha 27 de enero de 2021 que "Ni el RD 775/1997, de 30 
de r.wyo, soh·e régimen jurídico de homologación de los servicios y sociedades 
ele tasación, ;ú la Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, sobre normas de 
valoración Je bienes -inmuebles, contienen disposición normativa alguna sobre 
quién debe hacerse cargo del coste de la tasación. 

De ahí que, ue acuerdo con la STJUE de 16 de julio de 2020, ante laja/ta de una 
norma naciom..:l aplicable en defecto de pacto que impusiera al prestatario el 
pago de la hHalidad o de una parte de esos gastos, no cabía negar al consumidor 
la devolució;; de las cantidades abonadas en virtud de la cláusula que se ha 
declarado abusiva." 

En el caso c¡Hc nos ocupa la actora ha aportado las facturas correspondientes y por ello 
la demandada ha teni;;:.io conocimiento de la reclamación concreta que se le efectúa. 

Doc. eiE:ctr6nic qara,-,:; ¿,,¡;b ,ií::1_atura-e. Adrec;;a web per verificar: 1 
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En consecuencia y en atención al criterio más reciente fijado por el Tribunal Supremo 
en su Sentencia 35/2021 de focha 27 de enero de 2021 sobre el reparto de gastos, debe 
condenarse a la parte demandada a reintegrar a la parte demandante: 

La mitad de los gastos de notario: 208,32 euros. 
Los gastos de registro: 128 euros. 
Los gastos de gestión: 345, 10 euros. 
Los gastos de tasación: 250,75 euros 

Suma total: 932, 17 euros. 

La cuestión relativa a la imposición de los intereses en caso de condena al 
reintegro de las cantidades abonadas en aplicación de la cláusula de gastos, ha sido 
resuelta por la STS de 19 de diciembre de 2018, en el sentido de proceder su aplicación 
desde el momento en el que se abonaron dichos gastos por el prestatario y ello con 
independencia del retraso o no en la reclamación. Así, la referida STS establece: 

"aunque el ar/. 1303 CC no fuera propiamente aplicable al caso, lo relevante es 
que la sentencia recurrida. no ha respetado las consecuencias a las que obliga la 
declaración de abusividad, conforme al ari. 6.1 de la Directiva 93/13. De lo que se trata 
es de la compensación o retribución al consumidor por un gasto que asumió en exclusiva 
y que, total o parcialmente, correspondía al profesional, pero que no recibió éste, sino 
que se pagó a terceros. En consecuencia, para dar efectividad al tan mencionado ar/. 6.1 
de la Directiva, en !o que respecta a los intereses que han de devengar las cantidades 
que debe percibir el consumidor, resulta aplicable analógicamente el art. 1896 CC, 
puesto que la calificación de la cláusula como abusiva es equiparable a la mala fe del 
predisponen/e. Coi,jorme a dicho precepto, cuando haya de restituirse una cantidad de 
dinero deberá abonarse el interés legal desde el momento en que se recibió el pago 
indebido -en este caso, se produjo el beneficio indebido- (sentencia 727/1991, de 22 de 
octubre). A su vez, ,a sentencia 331/1959, de 20 de mayo, declaró, en un supuesto de 
pago de lo indebido cun mala fe del beneficiado, que la deuda de éste se incrementa con 
el interés legal desde la recepción, así como que la regla específica de intereses del art. 
1896 CC excluye, «por su especialidad e incompatibilidad», la general de los arts. 1101 
y 1108 CC (preceptos considerados aplicables por la sentencia recurrida)." 

Es por ello, por lo que se condena al pago de los intereses del artículo l. 303 del 
Código Civil, desde ]a fecha de los respectivos abonos. 

CUARTO.- INTERESES DE DEMORA. 

Se solicita p::;t la parte actora la nulidad de la cláusula de la escritura de 
compraventa que recoge unos intereses de demora del 25 %. 

Doc. elecirún:c_ gafP-nti_t am.il ::i;mah:oa-e. Adreya web per verificar: 1 
htip~ .. •/ey:at.J.J~t,u8.,!81;cat.catllAP/consultaCSV.t,tml 

Codi Segur de Verificació: 
LBYMM5K2GAMX2K5QW2XF03TVPJFELPW 

16/10/202"-
Signa! per Barcones Agustín, Nuria; 
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La cláusula impugnada relativa a los intereses de demora es una cláusula 
predispuesta, no negociada individualmente, cuyo carácter abusivo cabe enjuiciar con 
base en el artículo 82 TRLGDCYU y, en particular, el artículo 85.6 de dicho texto legal, 
al decir que "!,as ciúusulas que vinculen cualquier aspecto del contrato a la voluntad del empresario 
serán abusivas y, en todo caso, las siguientes: 6. Las cláusulas que supongan la imposición de una 
indemnización de~propotcionadamente alta, al consumidor y usuario que no cumpla sus obligaciones". 

Como parámetros legales de comparación sobre tal proporcionalidad, el artículo 
1.108 del Código Civil establece que II si la obligación consiste en el pago de una cantidad de 
dinero, y el d.ev.dor irJCJíTiere en mora, la indemnización de daños y perjuicios, no habiendo pacto en 
contrario, consistirá en el pago de los intereses convenidos, y a/alta de convenio, en el interés legal ". 
También el m"ticv..lo 114 LH detennina que "los intereses de demora de préstamos o créditos para la 
adquisición de vivienda habitual, garantizados con hipotecas constituidas sobre la misma vivienda, no 
podrán ser superiores a lf'es veces el interés legal del dinero y sólo podrán devengarse sobre el principal 
pendiente de pago. Dichus intereses de demora no podrán ser capitalizados en ningún caso, salvo en el 
supuesto previsto en el artículo 579.2.a) de la Ley de Enjuiciamiento Civil " 

Eí Tribunal Supremo, sobre esta cuestión, en STS de 3 de junio de 2016 
(ECLI:ES: TS·2()J6:2041 ), tras reiterar la doctrina sentada en Sentencias anteriores, 
como la de 22 de abril de 2015 , se ha ratificado sobre el carácter abusivo de las cláusulas 
que fijan un imerés de demora en los préstamos personales que impongan un recargo 
superior a dos puntos porcentuales respecto del interés remuneratorio y ha extendido este 
mismo criterio al présramo hipotecario para la adquisición de la vivienda habitual. La srs 
núm. 671/2018, de 28 de 11oviembre ha precisado, sobre este tipo de cláusulas, que" los jueces nacionales 
están obligados a dejar sin aplicación la cláusula contractual abusiva, a fin de que esta no produzca 
efectos vfnculanres pura el consumidor, sin estar jácultados para modificar el contenido de la misma, 
subsistiendo el rcsfo Jd Lnntrato. y en consecuencia, que se sigan devengando los intereses remuneratorios 
que se hubicrntt pactadli .~abre el capital pendiente de pago. 

Por mdo ello debemos estimar que los intereses pactados no respetan el criterio 
jurisprudencia!. La demandada se ha allanado y la actora no ha acreditado pago alguno en 
tal concepto. 

El artícuicJ 39-U de la LEC establece que:" en los procesos declarativos las costas 
de la pr~rnera instancia se impondrán a la parte que haya visto rechazadas todas sus 
pretensiones, salvo que el tribunal aprecie, y así lo razone, que el caso presentaba serias 
dudas de hecho c. de derecho, Para apreciar, a efectos de condena en costas, que el caso 
era jurí<li,.:a;::1e:-rte dL1...:i0so se tendrá en cuenta la jurisprudencia recaída en casos similares. 

Si fuere parcial la estimación o desestimación de las pretensiones, cada parte 
abonará ias costas c.z.usadas a su instancia y las comunes por mitad, a no ser que hubiere 
méritos para irnponerias a una de ellas por haber litigado con temeridad." 
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En ei presente caso, la estimación ha sido íntegra por lo que procede imponer las 
costas a la demandada, 

FALLO 

ESTIMO la demanda interpuesta por 
Banco Sabade!l SA;, y, en consecuencia: 

contra 

l. Declaro nula por abusiva la cláusula de gastos de la escritura de 
préstamo con garantía hipotecaria de fecha 31 de julio de 2003, suscrito 
entre las partes del presente procedimiento. 

2. Condeno a la demandada a abonar a la actorá la cantidad de 932, 7 
euros así como a los intereses legales devengados .desde el momento en 
el que se efectuó su pago, y los intereses del art. 576 de la LEC desde 
el dictado de esta sentencia. 

3. Declaro nula la cláusula de intereses de demora, devengando el 
remuneratorio. 

4. Se condena en costas a la demandada. 

Modo de impugnación: recurso de APELACIÓN ante la Audiencia Provincial de 
Barcelona (art.455 de la LEC). 

El recurso se interpone mediante un escrito que se debe presentar en este órgano 
judicial dentro del plazo de VEINTE días, contados desde el siguiente al de la 
notificación, en el que se debe exponer las alegaciones en que se base la impugnación, 
citar la resolución apelada y los pronunciamientos que impugna. Además, se debe 
constituir, en la cuenta de Depósitos y Consignaciones del órgano judicial ate el que se 
interponga el recurs•J, el depósito a que se refiere la DA 15ª de la LOPJ reformada por 
la LO 1/2009, de 3 de noviembre. Sin estos requisitos no se admitirá la impugnación 
(arts. 458.1 y 2 de iE LEC). 

Lo acuerdo y firmo. 
La Magistrada 

Puede consultar el estado de su expediente en et area privada de seujudicial.gencat.cat 
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